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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a tres de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 00990/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, en lo sucesivo el Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Tepotzotlán, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.


A N T E C E D E N T E S


PRIMERO. De la Solicitud de Información.
El día diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, el Recurrente presentó mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), solicitud de información registrada con el número de expediente 01707/TEPOTZOT/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
« Indique cuántas observaciones del OSFEM permanecen no solventadas al mes de diciembre de 2025, el monto total involucrado y las razones documentadas por las cuales no han sido solventadas. » (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el día diecisiete de enero de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información manifestando lo siguiente:

	Tepotzotlán, México a 17 de Enero de 2026

	Nombre del solicitante: C. Solicitante

	Folio de la solicitud: 01707/TEPOTZOT/IP/2025

	

	SE ADJUNTA RESPUESTA DE SERVIDOR PÚBLICO HABILITADO




El Sujeto Obligado adjuntó el documento denominado DAyF-084-2026.pdf“, el cual no se reproduce por ser del conocimiento de las partes; no obstante, su contenido será motivo de análisis en el estudio correspondiente.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso el presente recurso de revisión el día veintitrés de enero de dos veintiséis, el cual se registró con el expediente número 00990/INFOEM/IP/RR/2026, manifestando lo siguiente:

Acto Impugnado: 
« Indique cuántas observaciones del OSFEM permanecen no solventadas al mes de diciembre de 2025, el monto total involucrado y las razones documentadas por las cuales no han sido solventadas. El sujeto obligado manifestó no haber encontrado información, apoyándose en el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México, sin emitir declaratoria formal de inexistencia ni acreditar búsqueda exhaustiva.. » (Sic)
Razones o Motivos de Inconformidad:
« Agravios PRIMERO. El artículo 12 no justifica inexistencia El artículo 12 no es una causal de inexistencia ni de negativa, sino una disposición que establece que los sujetos obligados entregarán la información que obre en sus archivos. El Ayuntamiento lo utiliza indebidamente para: evadir pronunciarse sobre observaciones del OSFEM, omitir su obligación de documentar procesos de fiscalización, negar información que, por su naturaleza, debe obrar en sus archivos. Esta aplicación es ilegal y contraria a la Ley. SEGUNDO. Las observaciones del OSFEM no pueden “no existir” Las observaciones emitidas por el OSFEM: se notifican formalmente al Ayuntamiento, generan plazos de atención y solventación, implican seguimiento administrativo y documental, involucran montos observados y acciones correctivas. Por tanto, es jurídicamente imposible que el Ayuntamiento: no tenga conocimiento, no cuente con registro, o no tenga documentación sobre observaciones no solventadas. Afirmar lo contrario implica aceptar: incumplimiento en materia de fiscalización, o ocultamiento deliberado de información pública. TERCERO. Inexistencia implícita ilegal Al señalar que “no se encontró información” sin: acta del Comité de Transparencia, búsqueda exhaustiva acreditada, resolución formal de inexistencia, el sujeto obligado incurre en una inexistencia implícita, figura prohibida por la Ley y reiteradamente revocada por el INFOEM. CUARTO. Omisión de búsqueda exhaustiva El Ayuntamiento no acreditó haber realizado búsqueda exhaustiva en las áreas que, por ley, deben contar con esta información, entre ellas: Tesorería Municipal, Contraloría Interna, Presidencia Municipal, Secretaría del Ayuntamiento, Enlace con el OSFEM. La simple afirmación de que “no se encontró información” no satisface el estándar legal. QUINTO. Información de interés público reforzado La información solicitada se relaciona directamente con: observaciones de la Cuenta Pública, montos pendientes de solventar, posibles responsabilidades administrativas o financieras. Se trata de información de interés público reforzado, indispensable para la rendición de cuentas y la fiscalización ciudadana. Negarla vulnera el principio de máxima publicidad. SEXTO. Contradicción administrativa grave Si el Ayuntamiento sostiene que no existen observaciones no solventadas a diciembre de 2025, debió: afirmarlo expresamente, señalar que todas fueron solventadas, y acompañar evidencia documental. Al no hacerlo, incurre en una ambigüedad deliberada que afecta el derecho de acceso a la información. Petición concreta Solicito al INFOEM: Revoque la respuesta emitida por el Ayuntamiento de Tepotzotlán. Ordene al sujeto obligado: informar cuántas observaciones del OSFEM permanecían no solventadas a diciembre de 2025; señalar el monto total involucrado; indicar las razones documentadas de la no solventación. Ordene la entrega de: oficios de observación, informes de seguimiento, documentación de atención o solventación, o versiones públicas debidamente fundadas. Subsidiariamente, ordenar la emisión de resolución formal de inexistencia, previa búsqueda exhaustiva. Dar vista al Órgano Interno de Control por la reiterada evasión informativa.. » (Sic)

CUARTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del numeral 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, al cual recayó acuerdo de admisión de fecha veintinueve de enero de dos mil veintiséis, otorgándose en él un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Durante la etapa de instrucción, se observa que el Sujeto Obligado fue omiso en remitir su informe justificado. Por otra parte, se observa que el Recurrente no emitió manifestaciones vertió alegatos o presentó pruebas que a su derecho conviniera, del mismo modo, no realizó pronunciamiento alguno respecto del Informe Justificado del Sujeto Obligado. 

SEXTO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción el veintitrés de abril de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación de plazo para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha tres de junio de dos mil veintiséis, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos, que se ha incrementado aproximadamente un 400%, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

Por ello, es menester precisar que si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable. En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:  
a) 	Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
b) 	Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
c) 	Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) 	La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.

Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:
“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.


C O N S I D E R A N D O


PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:1], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [1:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto estipula lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.


CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Por tanto, es conveniente recordar que el hoy Recurrente requirió lo siguientes; 
1. Cuantas observaciones del OSFEM aún no se han solventado al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco.
2. De las observaciones del OSFEM que aún no se han solventado al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, lo siguiente;
· Monto total 
· Razones por las que aún no se han solventado 

A dicha solicitud, el Sujeto Obligado respondió mediante la entrega del siguiente documento:
· DAyF-084-2026.pdf: Soporte documental que consta de una foja en formato PDF de fecha treinta de enero de dos mil veintiséis por medio del cual el Director de Administración y Finanzas manifiesta que después de realizar una búsqueda exhaustiva y razonable de la información en los archivos de la Dirección de Administración y Finanzas no se localizó evidencia documental de presuntas observaciones emitidos por el OSFEM. 

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que su derecho a la información pública había sido conculcado, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado “Indique cuántas observaciones del OSFEM permanecen no solventadas al mes de diciembre de 2025, el monto total involucrado y las razones documentadas por las cuales no han sido solventadas. El sujeto obligado manifestó no haber encontrado información, apoyándose en el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México, sin emitir declaratoria formal de inexistencia ni acreditar búsqueda exhaustiva.” y razones o motivos de inconformidad “Agravios PRIMERO. El artículo 12 no justifica inexistencia El artículo 12 no es una causal de inexistencia ni de negativa, sino una disposición que establece que los sujetos obligados entregarán la información que obre en sus archivos. El Ayuntamiento lo utiliza indebidamente para: evadir pronunciarse sobre observaciones del OSFEM, omitir su obligación de documentar procesos de fiscalización, negar información que, por su naturaleza, debe obrar en sus archivos. Esta aplicación es ilegal y contraria a la Ley. SEGUNDO. Las observaciones del OSFEM no pueden “no existir” Las observaciones emitidas por el OSFEM: se notifican formalmente al Ayuntamiento, generan plazos de atención y solventación, implican seguimiento administrativo y documental, involucran montos observados y acciones correctivas. Por tanto, es jurídicamente imposible que el Ayuntamiento: no tenga conocimiento, no cuente con registro, o no tenga documentación sobre observaciones no solventadas. Afirmar lo contrario implica aceptar: incumplimiento en materia de fiscalización, o ocultamiento deliberado de información pública. TERCERO. Inexistencia implícita ilegal Al señalar que “no se encontró información” sin: acta del Comité de Transparencia, búsqueda exhaustiva acreditada, resolución formal de inexistencia, el sujeto obligado incurre en una inexistencia implícita, figura prohibida por la Ley y reiteradamente revocada por el INFOEM. CUARTO. Omisión de búsqueda exhaustiva El Ayuntamiento no acreditó haber realizado búsqueda exhaustiva en las áreas que, por ley, deben contar con esta información, entre ellas: Tesorería Municipal, Contraloría Interna, Presidencia Municipal, Secretaría del Ayuntamiento, Enlace con el OSFEM. La simple afirmación de que “no se encontró información” no satisface el estándar legal. QUINTO. Información de interés público reforzado La información solicitada se relaciona directamente con: observaciones de la Cuenta Pública, montos pendientes de solventar, posibles responsabilidades administrativas o financieras. Se trata de información de interés público reforzado, indispensable para la rendición de cuentas y la fiscalización ciudadana. Negarla vulnera el principio de máxima publicidad. SEXTO. Contradicción administrativa grave Si el Ayuntamiento sostiene que no existen observaciones no solventadas a diciembre de 2025, debió: afirmarlo expresamente, señalar que todas fueron solventadas, y acompañar evidencia documental. Al no hacerlo, incurre en una ambigüedad deliberada que afecta el derecho de acceso a la información. Petición concreta Solicito al INFOEM: Revoque la respuesta emitida por el Ayuntamiento de Tepotzotlán. Ordene al sujeto obligado: informar cuántas observaciones del OSFEM permanecían no solventadas a diciembre de 2025; señalar el monto total involucrado; indicar las razones documentadas de la no solventación. Ordene la entrega de: oficios de observación, informes de seguimiento, documentación de atención o solventación, o versiones públicas debidamente fundadas. Subsidiariamente, ordenar la emisión de resolución formal de inexistencia, previa búsqueda exhaustiva. Dar vista al Órgano Interno de Control por la reiterada evasión informativa.” en este sentido el recurrente considero que el sujeto obligado no le dio cuenta de lo requerido.

De lo anterior este Instituto advierte que la presente garantía secundaria y en el ámbito de atribuciones de este Órgano Garante en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales no tiene como finalidad sancionar a servidores públicos.

Por lo anterior, es importante traer a contexto que el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México (OSFEM) es el Órgano técnico de la Legislatura del Estado de México que se encarga de revisar y fiscalizar
los fondos, cuentas y deudas públicas y actos relativos a la aplicación de los recursos públicos, cuya misión y visión  son las siguientes; 

· Misión: Fiscalizar, mediante auditorías y revisiones, la administración de los recursos públicos para informar a la Legislatura y sociedad, con el fin de contribuir a la consolidación de mejores gobiernos.

· Visión: Ser una institución de vanguardia en la fiscalización, para generar valor público y garantizar a la sociedad la correcta administración de los recursos públicos

En este sentido el Sujeto Obligado es definido como una entidad fiscalizable[footnoteRef:2] siendo aquella que recibe o administra recursos públicos, la cual debe de rendir cuentas respecto el uso y destino de los recursos de que recibo o administra debiendo cumplir con las siguientes obligaciones: [2:  https://www.osfem.gob.mx/entidades/entidad.html ] 

·  Deben cumplir con la normativa vigente en materia de contabilidad gubernamental, transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción.

· Deben presentar informes trimestrales y anuales sobre el ejercicio de los recursos públicos que reciben o generan.
· Deben facilitar el acceso a la información y documentación requerida por la autoridad fiscalizadora.

· Deben atender y solventar las observaciones, recomendaciones y sanciones que se deriven del proceso de fiscalización.

· Deben implementar medidas de mejora continua en la gestión y administración de los recursos públicos.

De  lo anteriormente transcrito, el Programa Anual de Auditorías es un documento de trabajo que permite planear los actos de fiscalización que habrán de ejecutarse a las cuentas públicas que presentarán las entidades fiscalizables determinadas en la clasificación administrativa global del Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de México para el ejercicio 2024 y de los 125 Municipios y sus Organismos Descentralizados; es decir, determina los actos y sujetos de fiscalización a quienes se ejecutarán auditorías y revisiones durante el año 2025, respecto de los recursos públicos aplicados durante el ejercicio fiscal 2024,  lo que resulta de interés pues el Recurrente manifestó requerir información respecto observaciones emitidas por el Órgano de Fiscalización que no se atendieron al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco así como el monto involucrado y las razones documentadas por las cuales no se solventaron las observaciones. 

En este sentido respecto el Programa Anual de Auditoria de 2025[footnoteRef:3] emitido por el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México el Sujeto Obligado tuvo  programa una auditoria de cumplimiento financiero ACF-87, por lo que se debe entender a la auditoría de cumplimiento financiero[footnoteRef:4] como un procedimiento técnico, sistemático y objetivo, orientado a verificar que la captación, administración, ejercicio y aplicación de los recursos públicos se realicen en estricto apego al marco jurídico y normativo aplicable, la cual tiene por finalidad evaluar la transparencia en la ejecución de operaciones financieras, conforme a las disposiciones establecidas en la legislación vigente, así como en los lineamientos técnicos definidos por las Normas Profesionales de Auditoría del Sistema Nacional de Fiscalización (NPASNF), particularmente la Norma No. 400. [3:  https://www.osfem.gob.mx/assets/conocenos/marco_normativo/acuerdos/2025/acuerdo_04_2025.pdf ]  [4:  https://www.osfem.gob.mx/assets/fiscalizacion/informes/resultados/2024/s1_auditorias.pdf ] 


Así de la auditoria referida con anterioridad se desprenden los siguientes resultados;
· Estudio del Mercado. 
· Contratación y Adjudicación indebida.
· Sin procedimiento Adquisitivo.
· Entrega, recepción, uso y destino de bienes.
· Saldos sin recuperar.
· Pagos sin justificación.

[bookmark: _heading=h.qi9cxp442mz8]Conforme a lo anterior, se trae a colación el artículo 50 y 51 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de México a efecto de advertir que Órgano Superior tendrá un plazo improrrogable que vence el 15 de noviembre del año en que se entreguen las cuentas públicas, para presentar el Informe de Resultados ante la Comisión de Vigilancia del Órgano Superior de Fiscalización, mismo que tendrá el carácter público.

De lo anterior el informe referido con anterioridad, deberá contener como mínimo lo siguiente;
I. El resultado de la revisión de la respectiva cuenta pública; 
II. El apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de los programas, respecto de la consecución de sus objetivos y metas, así como de la satisfacción de las necesidades correspondientes
III. Los resultados de la gestión financiera; 
IV. La comprobación de que las entidades fiscalizadas, se ajustaron a lo dispuesto en las respectivas leyes de ingresos, presupuestos de egresos y en las demás normas aplicables en la materia; 
V. En su caso, el análisis de las desviaciones presupuestales; 
VI. Los comentarios de los auditados; 
VII. Las irregularidades que se detecten en el uso y manejo de los recursos; y 
VIII. Las observaciones y recomendaciones que se deriven de la revisión.

Por lo que en términos de lo establecido por el artículo 53 de la Ley en cita si del ejercicio de las atribuciones de fiscalización del Órgano Superior, se detecta alguna probable irregularidad procederá a emitir las observaciones siguientes:
I. Acciones y previsiones, incluidas solicitudes de aclaración, pliegos de observaciones, informes de presunta responsabilidad administrativa, promociones del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria, denuncias de hechos ante la Fiscalía General de Justicia del Estado de México y denuncias de juicio político; atendiendo a los principios del debido proceso, así como a la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México; y 

II.  Recomendaciones.

De lo anterior se debe precisar que el Órgano de Fiscalización en el ámbito de sus atribuciones previo a la presentación del informe de resultados entregará a las entidades fiscalizadas los resultados preliminares que se deriven de la fiscalización de la Cuenta Pública, a efecto de que dichas entidades presenten, en un plazo no mayor a cinco días hábiles, las justificaciones y aclaraciones que correspondan. Así, una vez que el Órgano Superior valore las justificaciones y aclaraciones, en un plazo máximo de 10 días hábiles posteriores, podrá determinar la procedencia de eliminar, rectificar o ratificar las observaciones preliminares, para efectos de la emisión de los resultados finales. Posterior a la entrega de los resultados finales, el Órgano Superior contará con treinta días hábiles a efecto de notificar a las entidades fiscalizadas el informe de auditoría.

En este sentido se debe recordar que el Sujeto Obligado a través del Director de Administración y Finanzas manifestó que  no se localizó evidencia documental respecto presuntas observaciones emitidos por el OSFEM¸ de lo anterior se trae a colación el artículo 47 y 48 del bando Municipal del Sujeto Obligado a efecto de advertir que el corresponde a la Dirección de Administración con funciones de Tesorería sumir las funciones y atribuciones de la Tesorería en los términos de la Ley Orgánica Municipal siendo el único órgano encargado de la recaudación de los ingresos municipales y responsable de realizar las erogaciones que lleve a cabo el Ayuntamiento.

En este sentido conforme las manifestaciones del Sujeto Obligado a través del servidor público del Director de Administración y Finanzas, es de referir que nos encontramos, ante hechos negativos, resultando aplicable la siguiente tesis: 
«HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACIÓN.
Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por qué invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración.
Amparo en revisión 2022/61. José García Florín (Menor). 9 de octubre de 1961. Cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos

De lo que se desprende que es materialmente imposible realizar la entrega de alguna documental que no ha generado el SUJETO OBLIGADO. Al respecto, este Órgano Garante carece de facultades para dudar de la veracidad de la respuesta emitida pues no está facultado para pronunciarse sobre la veracidad de la información que los Sujetos Obligados ponen a disposición de los solicitantes; situación que se aleja de las atribuciones de este Instituto. 

 Bajo ese contexto, es de recordarse que, para atender las solicitudes de información, los Sujetos Obligados contarán con un área denominada Unidad de Transparencia[footnoteRef:5], la cual será presidida por un Titular, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la alta responsabilidad de verificar, en cada caso, que la misma no sea confidencial o reservada. Asimismo, contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios[footnoteRef:6]. [5:  Artículo 50, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.]  [6:  Artículo 51, Ídem.] 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 53 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, las Unidades de Transparencia tendrán, entre sus atribuciones, las siguientes:
I. Recibir, tramitar y dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información;
II. Realizar, con efectividad, los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información; 
III. Entregar, en su caso, a los particulares la información solicitada; y 
IV. Efectuar las notificaciones a los solicitantes.

De tal manera que cada una de las áreas administrativas del SUJETO OBLIGADO deberá contar con un servidor público habilitado, quien será, a su vez, el enlace entre la Unidad de Transparencia y el área administrativa, y se encargará de buscar, localizar y proporcionar la información que se requiera a través de las solicitudes de acceso a la información.
Por lo que en uso de sus atribuciones la Titular de la Unidad de Transparencia dirigió la solicitud de información a la unidad administrativa que podía satisfacer las pretensiones del Recurrente, sin embargo, dada la naturaleza de la información este Instituto advierte que la auditoria señalada en estudio previo de manera enunciativa mas no limitativa no se le turno la solicitud de información a la Contraloría Interna y la Dirección de Desarrollo y Fomento Económico las cuales en términos de lo establecido por el bando municipal pueden poseer o administrar la información requerida.

Por lo que al no haberse turnado la solicitud de información a las unidades administrativas que en el ámbito de sus atribuciones generan, poseen o administran la información no se acredita que se realizó la búsqueda exhaustiva y razonable de la información de información a la unidad administrativa que posee, genera y administra, cuyo alcance se encuentra establecido en el Criterio Reiterado 02/19 emitido por el Pleno de este Organismo Garante, a saber:
“BÚSQUEDA EXHAUSTIVA. SU EJERCICIO PARA LOCALIZAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA, NO CONSTITUYE UNA INVESTIGACIÓN A LA CUAL SE REFIERE EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. De conformidad con lo establecido en el artículo 162 de la Ley de Transparencia vigente en la entidad, para atender una solicitud de acceso a la información pública, la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado debe turnar el requerimiento a todas las áreas competentes que pudieran haber generado, poseído o administrado la información solicitada de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con la finalidad de realizar una búsqueda exhaustiva y razonable en sus archivos que lleve a la localización de los documentos donde conste la información solicitada; por tanto, esta búsqueda es una actividad necesaria e indispensable para la correcta atención de las solicitudes de información que permite la localización de aquella documentación requerida por el solicitante, sin que ello deba entenderse como una investigación de la señalada en el artículo 12, segundo párrafo de la Ley de Transparencia Local; lo anterior es así, toda vez que de acuerdo al Diccionario de la Real Academia Española, la palabra investigar hace referencia, entre otras cosas, a la realización de actividades intelectuales y experimentales de modo sistemático cuyo propósito es aumentar los conocimientos sobre una determinada materia, lo que conlleva a concluir que la investigación inmersa en el artículo 12 de la Ley de la materia se refiere a que los sujetos obligados no están constreñidos a realizar un análisis, extracción y generación de nueva información. Bajo ese tenor, la búsqueda y localización de la información que refiere el numeral 162 de la Ley de Transparencia, no implica una investigación de la señalada en el artículo 12 del mismo ordenamiento legal y, por tanto, los sujetos obligados no podrán excusarse de su ejercicio bajo el argumento de que ello conlleva una investigación.”

En tal sentido, resulta aplicable el Criterio 02/17 emitido por el Peno del Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, de título y texto siguientes:
“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

Por lo que una vez analizado el requerimiento de información requerido por el Recurrente en el presente recurso de revisión este Instituto determina que derivado de las manifestaciones realizadas por el Sujeto Obligado al no haberse acreditado la búsqueda exhaustiva y razonable de la información resulta dable ordenar de ser procedente en versión pública el número de observaciones del OSFEM que aún no se han solventado respecto el ejercicio fiscal 2024 al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, De las observaciones del OSFEM que aún no se han solventado respecto el ejercicio fiscal 2024 al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, lo siguiente; soporte documental que dé cuenta del monto total y el soporte documental que dé cuenta de las razones por las que aún no se han solventado.

De ser el caso que a la fecha de la solicitud no se hayan recibido observaciones del OSFEM al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco respecto el ejercicio fiscal 2024 bastara con que así lo haga del conocimiento del particular en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local. 

De ser el caso que a la fecha de la solicitud no se tengan observaciones pendientes del OSFEM respecto el ejercicio fiscal 2024 bastara con que así lo haga del conocimiento del particular en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local. 


De ser el caso que a la fecha de la solicitud no se cuente con soporte documental que de cuenta del monto total respecto las observaciones pendientes del OSFEM respecto el ejercicio fiscal 2024 bastara con que así lo haga del conocimiento del particular en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local. 

DE LA VERSIÓN PÚBLICA
A este respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI y XLV; 51 y 52, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
…
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
…
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial; 
….
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; 
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. 

Artículo 51. Los sujetos obligados designaran a un responsable para atender la Unidad de Transparencia, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la responsabilidad de verificar en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada. Dicha Unidad contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la presente Ley. 

Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.”

Así, los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados deben estar protegidos, adoptando las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, considerando además, que conforme al principio de finalidad, todo tratamiento de datos personales que efectúen deberá estar justificado en la Ley, lo anterior, en términos de lo dispuesto por el artículo 22, con relación con el 38, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, los cuales se transcriben para mayor referencia: 
“Artículo 22. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera.
El responsable podrá tratar datos personales para finalidades distintas a aquéllas establecidas en el aviso de privacidad, en los casos siguientes:
I. Cuente con atribuciones conferidas en ley y medie el consentimiento del titular.
II. Se trate de una persona reportada como desaparecida, en los términos previstos en la presente Ley y demás disposiciones legales aplicables
...
Artículo 38. Con independencia del tipo de sistema y base de datos en el que se encuentren los datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable adoptará, establecerá, mantendrá y documentará las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, a través de controles y acciones que eviten su daño, alteración, pérdida, destrucción, o el uso, transferencia, acceso o cualquier tratamiento no autorizado o ilícito, de conformidad con lo dispuesto en los lineamientos que al efecto se expidan.” 

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares y de los servidores públicos toda vez que ésta tiene por objeto proteger datos personales, entendiéndose por tales, aquéllos que hacen identificable a una persona. 

Por ende, en el presente caso el Sujeto Obligado sólo podrá testar los datos referidos con antelación, clasificación que tiene que efectuar mediante las formalidades que la Ley impone, es decir, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente debidamente fundado y motivado, que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente con las formalidades previstas en el artículo 137, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como con los numerales aplicables de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril del año dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Lo anterior es así, puesto que ha de destacarse que el artículo 91, de la Ley de la Materia, dispone que el acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.  Así, es que el Sujeto Obligado deberá cumplir con todos y cada uno de los requisitos señalados en la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y con los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la información, así como para la elaboración de Versiones Públicas; máxime que de conformidad con lo establecido en las Leyes y Lineamientos citados, para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la Ley que expresamente le otorga el carácter de confidencial.

Ello, sin pasar por alto que la clasificación respectiva tiene que cumplirse mediante las formalidades impuestas por la ley; es decir, mediante Acuerdo debidamente fundado y motivado, en términos de los numerales 49, fracción VIII, y 132, fracciones I, II y III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en vigor, así como los numerales Segundo, fracción XVIII, y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente expresan:
“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
…
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”
“Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
…
XVIII. Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los Sujetos Obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.

Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los Sujetos Obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.
Sexto. Los Sujetos Obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o expedientes como reservados, ni clasificar documentos antes de que se genere la información o cuando éstos no obren en sus archivos.
La clasificación de información se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño y de interés público.
Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente, o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una solicitud de acceso a la información, para verificar si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad.
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación también deberá comprender las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva.
Tratándose de información clasificada como confidencial respecto de la cual se haya determinado su conservación permanente por tener valor histórico, ésta conservará tal carácter de conformidad con la normativa aplicable en materia de archivos.
Los documentos contenidos en los archivos históricos y los identificados como históricos confidenciales no serán susceptibles de clasificación como reservados.

Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.

Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de los Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.

Décimo primero. En el intercambio de información entre Sujetos Obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.”

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar. Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho. Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, con fundamento el artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información   01707/TEPOTZOT/IP/2025, que han sido materia del presente fallo.
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y;


S E    R E S U E L V E

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información 01707/TEPOTZOT/IP/2025, en términos del Considerando QUINTO de la presente resolución.

SEGUNDO. Se ordena al Sujeto Obligado, haga entrega al Recurrente en términos del Considerando QUINTO de la presente resolución, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) se entrega al Recurrente en versión pública de ser procedente de lo siguiente:
1. Número de observaciones del OSFEM que aún no se han solventado respecto el ejercicio fiscal 2024 al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco.

2. De las observaciones del OSFEM que aún no se han solventado respecto el ejercicio fiscal 2024 al diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, lo siguiente;
· Soporte documental que dé cuenta del monto total 
· Soporte documental que dé cuenta de las razones por las que aún no se han solventado 

Como sustento de la versión pública, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia correspondiente, en términos del artículo 49, fracción VIII y 132 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen, dentro del soporte documental respectivo se ponga a disposición de la parte Recurrente. 

De ser el caso que a la fecha de la solicitud no se tengan observaciones pendientes del OSFEM respecto el ejercicio fiscal 2024 bastara con que así lo haga del conocimiento del particular en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local. 

De ser el caso que a la fecha de la solicitud no se cuente con soporte documental que de cuenta del monto total respecto las observaciones pendientes del OSFEM respecto el ejercicio fiscal 2024 bastara con que así lo haga del conocimiento del particular en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local. 

De ser el caso que a la fecha de la solicitud no se hayan recibido observaciones del OSFEM respecto el ejercicio fiscal 2024 bastara con que así lo haga del conocimiento del particular en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local. 


TERCERO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO, por medio del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, debiendo informar a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente resolución, y se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción II; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A  LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA  Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/
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